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Revisión Judicial 
procedente del 
Departamento de 
Corrección y 
Rehabilitación 
 
Caso Núm:  
215-20-2057 
 
Sobre:  
Querella 
Disciplinaria 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Cintrón Cintrón, el Juez 
Rivera Torres y la Jueza Santiago Calderón 

 
Santiago Calderón, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de abril de 2021. 

Carlos Luis González Rivera (señor González Rivera o 

Recurrente) compareció ante nosotros mediante recurso de revisión 

judicial para que revisemos la determinación que el Departamento de 

Corrección y Rehabilitación (Departamento o Recurrido) emitió el 23 

de septiembre de 2020. En el referido dictamen, el Departamento 

encontró que el Recurrente violó los Códigos 227 y 205 del 

Reglamento Disciplinario para la Población Correccional, Reglamento 

Núm. 7748 de 23 de septiembre de 2009. Como resultado, se le 

impuso una amonestación por escrito.  

Evaluado el recurso y en virtud de la discreción que nos 

concede la Regla 7(B)(5) de nuestro Reglamento1, aceptamos su 

comparecencia, según solicitada y prescindimos ordenar la 

comparecencia escrita de la recurrida, con el propósito de lograr el 

más eficiente despacho del caso, acceso al Tribunal y la justicia 

apelativa. 

 

 
1 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 7. 
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I. 

El 7 de julio de 2020, se radicó un Informe de querella de 

incidente disciplinario contra el Recurrente. En la Querella 215-20-

2057 se le imputó la violación a los Códigos 121, 128, 205 y 219 del 

Reglamento disciplinario para la población correccional, Reglamento 

Núm. 7748 de 23 de septiembre de 2009, según enmendado 

(Reglamento Núm. 7748). Surge de la querella, que mientras se 

brindaban los servicios de sickcall, el Recurrente se acercó a la 

enfermera de la institución y, de manera hostil y agresiva, le gritó que 

la iba a demandar para que la despidieran. En ese momento, el 

Oficial Gerardo Cintrón, placa 13425, intervino y le indicó al señor 

González Rivera que se calmara y bajara su tono de voz. Sin 

embargo, éste ignoró la orden impartida. Ante la alteración de los 

ánimos de los confinados, el agente Cintrón decidió cerrar la puerta 

como medida de seguridad, por lo que los servicios fueron 

suspendidos.  

El 23 de septiembre de 2020, se celebró la Vista 

Administrativa. En ésta, el Recurrente declaró que la asistencia 

médica no es un privilegio, sino un derecho y que él nunca amenazó 

a la enfermera. Después de examinar la prueba presentada, el Oficial 

Examinador de Vistas Disciplinarias determinó que el señor González 

Rivera infringió los Códigos 205 y 227 del Reglamento Núm. 7748 y 

como sanción lo amonestó. Además, le advirtió que si incurría en la 

conducta prohibida nuevamente sería sancionado conforme a las 

disposiciones del Reglamento Núm. 7748. Los cargos por violación a 

los Códigos 121 y 129 se desestimaron y el Código 128 se rebajó al 

Código 227. 

Inconforme con esta determinación, el 1 de octubre de 2020, el 

Recurrente presentó Reconsideración. Solicitó que se revisara y 

revocara la determinación del Oficial Examinador de Vistas 

Disciplinarias, por haber determinado que éste incurrió en la 
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violación del Código 128, que según alegó, fue reclasificado 

ilegalmente al Código 227 (Desobedecer una orden directa) y al 

Código 205 (Disturbios). Sostuvo que esta actuación del Oficial 

Examinador presentaba vicios de falsedad, ya que no cometió los 

actos imputados. Además, el Recurrente solicitó que se eliminara del 

expediente la Querella disciplinaria imputada. 

El 23 de octubre, el Recurrente presentó ante un panel 

hermano Urgente Petición de Mandamus2. Expuso que la solicitud de 

reconsideración llevaba pendiente tres semanas. Solicitó que le 

ordenáramos al Departamento resolver dicha reconsideración. 

También planteó que el Departamento se negó a proveerle copia de la 

reconsideración. Acogido el recurso como una petición de mandamus, 

fue denegado el 30 de noviembre de 2020. 

El 30 de octubre de 2020, el Oficial de Reconsideración emitió 

resolución y declaró NO HA LUGAR la solicitud de reconsideración. 

Luego de evaluar la totalidad de expediente administrativo del caso y 

la evidencia que obra en el mismo, determinó que la parte querellante 

y el Oficial Examinador cumplieron con las disposiciones procesales y 

sustantivas de las Reglas 10, 11, 12, 13 y 14 del Reglamento Núm. 

7748, supra, y que no existía evidencia que demostrara que se 

incurrió en una determinación arbitraria, caprichosa e irrazonable.  

Inconforme, el Recurrente acudió ante este foro el 28 de 

diciembre de 2020 y nos señaló los siguientes dos errores:  

ERRÓ LA AGENCIA RECURRIDA AL CONCLUIR Y DETERMINAR QUE 

POR ENCIMA DE LA LEY NO VIENE OBLIGADA A CUMPLIR CON SUS 

REGLAMENTOS, NORMAS, REGLAS O LEYES, ES DECIR, CUANDO EN 

VIOLACIÓN A LA REGLA 13 DEL REGLAMENTO DISCIPLINARIO 

#7748 NO CELEBRO (SIC) LA VISTA DISCIPLINARIA DENTRO DE LOS 

TÉRMINOS JURISDICCIONALES DE 30 DÍAS LABORABLES Y 

REBASANDO LOS LÍMITES LEGALES CELEBRO (SIC) LA VISTA 

DISCIPLINARIA 56 DÍAS LABORABLES POR ENCIMO (SIC) DE LO QUE 

DISPONE LA REGLA 13, SIENDO DICHA DECISIÓN UNA CONTRARIO 

(SIC), IRRAZONABLE, ARBITRARIA E ILEGAL LA CUAL ESTA (SIC) 

VICIAD (SIC) POR UN ERROR FUNDAMENTA (SIC) QUE LA LEY NO 

 
2 Véase KLRA202000434. 
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PERMITE Y SE VIOLO (SIC) TODOS LOS DERECHOS DEL APELANTE, 

EN LA PARTE PROCESAL Y SUSTANTIVA. 

 

ERRÓ LA AGENCIA RECURRIDA AL CONCLUIR Y DETERMINAR QUE 

POR ENCIMA DE LA LEY NO VIENE OBLIGADA A CUMPLIR CON SUS 

REGLAMENTOS, NORMAS, REGLAS O LEYES, ES DECIR, CUANDO EN 

VIOLACIÓN A LA REGLA (10B) NO SE ENMENDO (SIC) NI SE 

CORREJIO (SIC) CUALQUIER ERROR O DEFICIENCIA EN LA 

QUERELLA DISCIPLINARIA CON RELACIÓN AL CODIGO (SIC) 128 

DENTRO DE LAS 24 HORAS QUE DISPONE EL REGLAMENTO Y 

REBASANDO LOS 56 DÍAS LABORABLES SE RECLASIFICO (SIC) EL 

CÓDIGO 128 POR EL CÓDIGO 227 DESOBEDECER UNA ORDEN 

DIRECTA, SIENDO DICHA DECISIÓN UNA CONTRARIO (SIC) A 

DERECHO, IRRAZONABLE, ARBITRARIA E ILEGAL QUE CONTRAVIENE 

EL REGLAMENTO DISCIPLINARIO #7748 DEL 23 DE SEPT. DE 

2009. 

II. 

A. 

El Reglamento Núm. 7748 tiene como propósito mantener un 

ambiente de seguridad y orden en las instituciones correccionales 

mediante un mecanismo flexible para imponer medidas 

disciplinarias, mientras garantiza un debido proceso de ley. Este, 

contiene las conductas prohibidas en las instituciones carcelarias, su 

nivel de severidad, el procedimiento para determinar si se incurrió en 

la conducta y las medidas disciplinarias a imponerse.  

Entre los actos que se consideran prohibido de Nivel II de 

Severidad, está la violación al Código 205 del Reglamento 

Disciplinario. El Código 205 del Reglamento Núm. 7748 establece lo 

siguiente:  

205. Disturbios - Consiste en perturbar la paz, la 

tranquilidad, la seguridad y el funcionamiento institucional 
por medio de gritos, vituperios, conducta tumultuosa, 
desafíos, provocaciones, lenguaje grosero o profano, sin 
causar daños a la persona o propiedad3.  

 

Por otra parte, el Código 227 del Reglamento Núm. 7748 

establece:  

227. Desobedecer una orden directa – Consiste en 
desobedecer, ignorar o rehusarse a seguir una orden 
directa valida emitida por parte de un empleado4. 

 
 

Concluida la vista disciplinaria, el Oficial Examinador evaluará 

 
3 Regla 6(A)(1)(205), Reglamento 7748. 
4 Regla 6(A)(1)(227), Reglamento 7748. 
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toda la prueba presentada, y a base de preponderancia de la prueba, 

emitirá la correspondiente Resolución. El Oficial Examinador podrá 

tomar una o varias medidas de las allí prescritas; a saber: declarar al 

confinado incurso en la comisión del acto prohibido, imponer las 

sanciones correspondientes, entre otras. 

B. 

La Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico, supra, establece la autoridad del Tribunal de Apelaciones para 

revisar “decisiones, órdenes y resoluciones finales de organismos o 

agencias administrativas”5. Por su parte, la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico (“LPAU”), 

establece el marco de revisión judicial de estas decisiones6. Cónsono 

con lo anterior, nuestra función revisora se delimita a delinear la 

discreción de las entidades administrativas para garantizar que sus 

decisiones se encuentren en el marco de los poderes delegados y sean 

consecuentes con la política pública que las origina.7 

Debido a la vasta experiencia y conocimiento especializado que 

tienen las agencias administrativas sobre los asuntos que le son 

encomendados, los foros revisores les conceden gran consideración y 

deferencia a sus decisiones8. Es por esta razón, que la revisión 

judicial se limita a determinar si la agencia actuó de manera 

arbitraria o ilegal, o de forma tan irrazonable que sea considerado un 

abuso de discreción9. Hay que señalar que las determinaciones de los 

organismos administrativos están cobijadas por una presunción de 

corrección y legalidad que debe respetarse, mientras la parte que las 

 
5 Art. 4006(c) 4 LPRA sec. 24(y)(c). 
6 Sección 4.5 de la Ley Núm. 38-2017, 3 LPRA sec. 9675. 
7 Cruz Rivera v. Mun. de Guaynabo, Op. 14 de octubre de 2020, 2020 TSPR 125, 

205 DPR ___ (2020); Torres Rivera v. Policía de PR, 196 DPR 606, 625-626 (2016); 
Mun. de San Juan v. J.C.A., 149 DPR 263, 279 (1999).  
8 Camacho Torres v. AAFET, 168 DPR 66, 91 (2006); The Sembler Co. v. Mun. de 
Carolina, 185 DPR 800 (2012). 
9 López Borges v. Adm. Corrección, 185 DPR 603 (2012); Federation des Ind. v. Ebel, 
172 DPR 615, 648 (2007). 
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impugne no demuestre con suficiente evidencia que la decisión no 

está justificada10. 

Así pues, la revisión judicial de una decisión administrativa se 

circunscribe a determinar si hay evidencia sustancial en el 

expediente para sostener la conclusión de la agencia o si ésta actuó 

de forma arbitraria, caprichosa o ilegal11. El criterio rector es la 

razonabilidad de la actuación de la agencia recurrida12. Por ello, al 

momento de evaluar una determinación administrativa se debe 

considerar si: (1) el remedio concedido por la agencia fue apropiado; 

(2) la decisión de la agencia está sostenida en evidencia sustancial 

que obra en el expediente administrativo visto en su totalidad; y (3) 

las conclusiones de derecho fueron correctas13. 

Ahora bien, si la decisión del organismo administrativo no 

estuvo basada en evidencia sustancial; erró en la aplicación o 

interpretación de las leyes o los reglamentos que se le encomendó 

administrar; o actuó de manera irrazonable, arbitraria o ilegal, al 

realizar determinaciones carentes de una base racional; o si la 

actuación lesionó derechos constitucionales fundamentales, la 

deferencia debida a la agencia debe ceder14.  

Así pues, si una parte afectada por un dictamen administrativo 

impugna las determinaciones de hecho, esta tiene la obligación de 

derrotar con suficiente evidencia, que la determinación no está 

justificada por una evaluación justa del peso de la prueba que tuvo 

ante su consideración15. De no identificarse y demostrarse esa otra 

prueba en el expediente administrativo, las determinaciones de 

 
10 López Borges v. Adm. Corrección, supra. 
11 Vélez v. A.R.P.E., 167 DPR 684 (2006). 
12 Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592 (2006). 
13 Pagán Santiago et al. v. ASR, 185 DPR 341, 358 (2012). Rolón Martínez v. 
Superintendente, 201 DPR 26, 35-36 (2018). 
14 IFCO Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 184 DPR 712, 744-745 (2012).   
15 Íd.; Pereira Suárez v. Jta. Dir Cond., 182 DPR 485, 511 (2011); Com. Seg. v. Real 
Legacy Assurance, 179 DPR 692, 717 (2010); Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 

77 (2004). 
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hechos deben sostenerse por el tribunal revisor, pues el recurrente 

no ha logrado rebatir la presunción de corrección o legalidad16.   

Sobre las determinaciones de derecho, el Tribunal Supremo ha 

dicho que distinto a las determinaciones de hecho, el tribunal las 

puede revisar en todos sus aspectos, sin sujeción a norma o criterio 

alguno. Sin embargo, esto no quiere decir que un foro apelativo 

pueda descartar las conclusiones y sustituir el criterio del ente 

administrativo por el suyo. En estos casos, también los tribunales 

apelativos les deben deferencia a los organismos administrativos17.  

III. 

El señor González Rivera alega que el Departamento actuó de 

forma contraria, irrazonable, arbitraria e ilegal al no celebrar la 

vista disciplinaria dentro del término de 30 días laborables, después 

de que se presentara el Reporte de Cargos en su contra, según 

dispone la Regla 13 del Reglamento Disciplinario 7748. Sostiene 

que, al así actuar, el Departamento infringió sus propias normas y 

reglamentos y le violó todos sus derechos procesales y sustantivos 

al celebrar la vista 56 días después de la imputación de los cargos. 

Veamos. 

La Regla 13 (C) del Reglamento Núm. 7748 dispone como 

sigue: 

Término para celebrar la Vista 

El Oficial Examinador de Vistas Disciplinarias celebrará 

una vista dentro de un término no menor de quince (15) 

días laborables, siguientes a la presentación del Reporte de 

Cargos, pero no más tarde de treinta (30) días laborables. Si 

el Oficial Examinador de Vistas Disciplinarias no celebra la 

correspondiente vista administrativa dentro del término de 

treinta (30) días laborables, contados a partir del día 

laborable siguiente a la presentación del Reporte de Cargos, 

excepto justa causa o caso fortuito, la querella será 

automáticamente desestimada. 

 

El 12 de marzo de 2020, la entonces gobernadora de Puerto 

Rico, Wanda Vázquez Garced, emitió una Orden Ejecutiva, en la que 

 
16 O.E.G. v. Rodríguez, 159 DPR 98, 118 (2003). 
17 Rebollo v. Yiyi Motors, supra. 
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dispuso de un cierre total de las operaciones del Gobierno de Puerto 

Rico, por causa de la emergencia provocada por la pandemia de 

Covid-1918. El 15 de junio de 2020, el Departamento promulgó el 

Protocolo para el Restablecimiento Gradual de los Servicios a la 

Población Correccional ante la Propagación del Coronavirus (Covid-19). 

En particular, dispuso que “[e]n la medida que el Gobierno de Puerto 

Rico ha iniciado el restablecimiento de la actividad gubernamental, 

así como la de diversos sectores, resulta necesario que el 

Departamento establezca las estrategias para ofrecer a estos, 

conforme a la nueva realidad que vivimos, los servicios de 

rehabilitación. […]. Así pues, el Departamento decidió que, en esta 

fase, se reestablecerían “de manera ordinaria, los servicios de 

remedios administrativos que se ofrecen a la población correccional. 

[…]. Esto, con previa coordinación con los Superintendentes de cada 

institución correccional”19. 

En vista de lo anterior, el Departamento podía posponer la 

celebración de la vista disciplinaria contra el aquí Recurrente, según 

lo dispone la propia Regla 13 del Reglamento Núm. 7748, puesto que 

la emergencia acaecida constituye justa causa para la referida 

dilación. Por tanto, el error señalado no se cometió. 

En su segundo señalamiento de error, el Recurrente argumenta 

que el Departamento incidió al no corregir un alegado error o 

deficiencia contenida en la querella disciplinaria relacionada al 

Código 128, dentro del término de 24 horas que dispone la Regla 

10(B) del Reglamento Núm. 7748. Sin embargo, no especificó cuál fue 

la alegada deficiencia o error. Solamente se limitó a argumentar que 

la parte recurrida se equivocó al reclasificar el Código 128 por el 

Código 227 y que esta acción fue irrazonable, arbitraria, ilegal y 

contraria a derecho. 

 
18 OE-2020-23. 
19 Véase la página 8 del Protocolo para el Restablecimiento Gradual de los Servicios 

a la Población Correccional ante la Propagación del Coronavirus (Covid-19). 
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La Regla 10(B) del Reglamento Núm. 7748, establece que la 

querella debe presentarse dentro del término de 24 horas después del 

incidente, excepto que medie justa causa o caso fortuito. No 

obstante, no establece término alguno para corregir cualquier error o 

deficiencia. Solamente dispone que “[s]i hay deficiencias en la 

querella, el supervisor correccional de turno, o persona designada, 

puede devolver la querella al querellante o al Oficial Querellante, 

según sea el caso, para que corrija las mismas”. Por otro lado, la 

Regla 14(A) establece que el Oficial Examinador de Vistas 

Disciplinarias posee la facultad para reclasificar el código de la 

querella ante su consideración y encontrar al confinado culpable de 

una violación menor. 

En el caso de autos, la querella disciplinaria fue presentada 

dentro del término de 24 horas, como dispone la Regla 10(B) del 

Reglamento. Durante la vista, y luego de evaluar la prueba 

presentada, el Oficial Examinador decidió reclasificar el Código 128 

(Desobedecer una orden directa bajo el Nivel I de Severidad) 

imputado al Recurrente, por el Código 227 (Desobedecer una orden 

directa bajo el Nivel II de Severidad), a tenor con la Regla 14(A). 

Como vemos, tanto la presentación de la querella como la 

reclasificación de la acción disciplinaria se llevó a cabo conforme 

dispone el Reglamento Núm. 7748. El Código 128 fue reclasificado 

por el Código 227, de grado de severidad menor. Es decir, el 

Departamento reclasificó el código imputado a uno de menor 

severidad tal y como mandata la Regla 14(A). Por consiguiente, los 

errores señalados por el Recurrente en su recurso de revisión judicial 

no se cometieron. 

En mérito de lo anterior, entendemos que el remedio concedido 

por el Departamento fue apropiado y las conclusiones de derecho 
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fueron correctas20. Por tanto, concluimos que el señor González 

Rivera no derrotó la presunción que le cobija a las determinaciones 

administrativas.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se confirma la Resolución 

recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 
20 Pagán Santiago et al. v. ASR, supra. Rolón Martínez v. Superintendente, supra. 


